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I. DISPOSICIONES GENERALES

JEFATURA DEL ESTADO
8469 Ley 25/2015, de 28 de julio, de mecanismo de segunda oportunidad, reducción 

de la carga financiera y otras medidas de orden social.

FELIPE VI

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente ley:

PREÁMBULO

I

La economía española lleva ya algunos meses dando signos esperanzadores de 
recuperación y consolidando un crecimiento económico que, merced a las reformas 
estructurales llevadas a cabo en los últimos años, está teniendo un efecto beneficioso en 
el empleo y en la percepción general de la situación que tienen los ciudadanos, las 
empresas y las diferentes instituciones.

Pero ello no debe llevar a olvidar dos cosas: la primera es que la salida de la crisis es 
ante todo y sobre todo un éxito de la sociedad española en su conjunto, la cual ha dado 
una vez más muestras de su sobrada capacidad para sobreponerse a situaciones difíciles. 
La segunda es que todavía existen muchos españoles que siguen padeciendo los efectos 
de la recesión. Y es misión de los poderes públicos no cejar nunca en el empeño de 
ofrecer las mejores soluciones posibles a todos los ciudadanos, a través de las oportunas 
reformas encaminadas al bien común, a la seguridad jurídica y, en definitiva, a la justicia.

En este ámbito se enmarca de manera muy especial la llamada legislación sobre 
segunda oportunidad. Su objetivo no es otro que permitir lo que tan expresivamente 
describe su denominación: que una persona física, a pesar de un fracaso económico 
empresarial o personal, tenga la posibilidad de encarrilar nuevamente su vida e incluso de 
arriesgarse a nuevas iniciativas, sin tener que arrastrar indefinidamente una losa de deuda 
que nunca podrá satisfacer.

La experiencia ha demostrado que cuando no existen mecanismos de segunda 
oportunidad se producen desincentivos claros a acometer nuevas actividades e incluso a 
permanecer en el circuito regular de la economía. Ello no favorece obviamente al propio 
deudor, pero tampoco a los acreedores ya sean públicos o privados. Al contrario, los 
mecanismos de segunda oportunidad son desincentivadores de la economía sumergida y 
favorecedores de una cultura empresarial que siempre redundará en beneficio del empleo.

A esta finalidad responde la primera parte de esta Ley, por la que se regulan diversos 
mecanismos de mejora del Acuerdo Extrajudicial de Pagos, introducido en nuestra 
legislación concursal por la Ley 14/2013, de 27 de septiembre, de apoyo a los 
emprendedores y su internacionalización, y se introduce un mecanismo efectivo de 
segunda oportunidad para las personas físicas destinado a modular el rigor de la aplicación 
del artículo 1911 del Código Civil. Conviene explicar brevemente cuáles son los principios 
inspiradores de la regulación introducida a este respecto.

El concepto de persona jurídica es una de las creaciones más relevantes del Derecho. 
La ficción consistente en equiparar una organización de bienes y personas a la persona 
natural ha tenido importantes y beneficiosos efectos en la realidad jurídica y económica. 
Mediante dicha ficción, las personas jurídicas, al igual que las naturales, nacen, crecen y 
mueren. Además, el principio de limitación de responsabilidad inherente a determinadas 
sociedades de capital hace que éstas puedan liquidarse y disolverse (o morir en sentido cv
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acuerdo con las disposiciones de Seguridad Social española, las del Estado de 
procedencia o las normas o Convenios internacionales de Seguridad Social 
establecidos al efecto, estos familiares no tuvieran prevista esta cobertura.

A los efectos indicados, se entenderá que son familiares con derecho a 
asistencia sanitaria:

El cónyuge de las personas indicadas en el apartado 1 o quien conviva con ellas 
con una relación de afectividad análoga a la conyugal, constituyendo una pareja de 
hecho.

Los descendientes de las personas indicadas en el apartado 1 o los de su 
cónyuge o los de su pareja de hecho, que estén a cargo de aquellas y sean menores 
de 26 años o mayores de dicha edad con una discapacidad reconocida en un grado 
igual o superior al 65 por ciento.

3. El reconocimiento del derecho a la asistencia sanitaria en todos estos 
supuestos corresponde al Instituto Nacional de la Seguridad Social, el cual expedirá 
el documento acreditativo del derecho. Este derecho se conservará hasta que el 
beneficiario reúna los requisitos establecidos para obtenerlo de acuerdo con las 
disposiciones de Seguridad Social española, las del Estado de procedencia o las 
normas o Convenios Internacionales de Seguridad Social.

Los españoles de origen retornados justificarán su condición mediante la 
presentación de la baja consular en el país de residencia y el certificado de 
empadronamiento en el municipio donde hayan fijado su residencia en nuestro país.»

Disposición final sexta. Modificación de la Ley 32/2010, de 5 de agosto, por la que se 
establece un sistema específico de protección por cese de actividad de los trabajadores 
autónomos.

Se modifica el apartado 1 del artículo 7 de la Ley 32/2010, de 5 de agosto, por la que 
se establece un sistema específico de protección por cese de actividad de los trabajadores 
autónomos, que queda redactado en los siguientes términos:

«1. Los trabajadores autónomos que cumplan los requisitos establecidos en el 
artículo 4 deberán solicitar a la misma Mutua Colaboradora con la Seguridad Social 
a la que se encuentren adheridos el reconocimiento del derecho a la protección por 
cese de actividad.

Respecto de los trabajadores por cuenta propia que no se encuentren adheridos 
a una Mutua, será de aplicación lo establecido en la disposición adicional cuarta.

Dicho reconocimiento supondrá el nacimiento del derecho al disfrute de la 
correspondiente prestación económica, a partir del primer día del mes inmediatamente 
siguiente a aquel en que se produjo el hecho causante del cese de actividad. Cuando el 
trabajador autónomo económicamente dependiente haya finalizado su relación con el 
cliente principal, para tener derecho al disfrute de la prestación, no podrá tener actividad 
con otros clientes a partir del día en que inicie el cobro de la prestación.»

Disposición final séptima. Modificación del texto refundido de la Ley de Contratos del 
Sector Público, aprobado por Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre.

El artículo 327 del texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, aprobado 
por Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, queda redactado como sigue:

«Artículo 327. Competencia y efectos de las inscripciones en los Registros 
Oficiales de licitadores y empresas clasificadas.

1. Las Comunidades Autónomas podrán crear sus propios Registros Oficiales 
de licitadores y empresas clasificadas, en los que se inscribirán las condiciones de 
aptitud de los empresarios que así lo soliciten, que hayan sido clasificados por ellas, 
o que hayan incurrido en alguna prohibición de contratar cuya declaración cv
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corresponda a las mismas o a las Entidades Locales incluidas en su ámbito 
territorial.

2. Los órganos competentes de las Comunidades Autónomas que opten por no 
llevar su propio Registro independiente de licitadores y empresas clasificadas 
practicarán en el Registro Oficial de Licitadores y Empresas Clasificadas del Sector 
Público las inscripciones de oficio de las prohibiciones de contratar a las que se refiere 
el apartado anterior. Podrán practicar igualmente en dicho Registro las demás 
inscripciones indicadas en el citado apartado cuando se refieran a empresarios 
domiciliados en su ámbito territorial y así les sea solicitado por el interesado.

3. La práctica de inscripciones en el Registro Oficial de Licitadores y Empresas 
Clasificadas del Sector Público por los órganos competentes de las Comunidades 
Autónomas exigirá la previa suscripción de un convenio a tal efecto con el Ministerio 
de Hacienda y Administraciones Públicas.

4. Tanto las inscripciones practicadas en el Registro Oficial de Licitadores y 
Empresas Clasificadas del Sector Público por las Comunidades Autónomas en 
virtud de lo dispuesto en los apartados 2 y 3 de este artículo como las practicadas 
por los órganos de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa del Estado 
tendrán, sin distinción alguna, los mismos efectos acreditativos y eficacia plena 
frente a todos los órganos de contratación del Sector Público.»

Disposición final octava. Modificación de la Ley 13/2011, de 27 de mayo, de regulación 
del juego.

Se introduce una nueva disposición transitoria cuarta bis en la Ley 13/2011, de 27 de 
mayo, de regulación del juego, en relación con el régimen sancionador aplicable a los 
puntos de venta en régimen administrativo de la Sociedad Estatal Loterías y Apuestas del 
Estado.

«Disposición transitoria cuarta bis. Régimen sancionador aplicable a los puntos de 
venta en régimen administrativo de la Sociedad Estatal Loterías y Apuestas del 
Estado.

Uno.

1. El presente régimen de infracciones y sanciones administrativas se aplicará a 
los puntos de venta que se encuentren acogidos al régimen de Derecho Administrativo.

2. Son infracciones administrativas de los titulares de los puntos de venta de 
la red comercial de la Sociedad Estatal Loterías y Apuestas del Estado las acciones 
u omisiones tipificadas en la presente disposición, que serán sancionables incluso a 
título de simple negligencia.

3. Las infracciones y sanciones reguladas en esta disposición podrán ser 
especificadas en las disposiciones reglamentarias que la desarrollen, en los 
términos previstos en el artículo 129 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común.

4. Serán sujetos infractores los titulares de los puntos de venta que realicen 
las acciones u omisiones tipificadas como infracciones en esta disposición. 
Asimismo también serán responsables de las acciones u omisiones tipificadas en 
esta disposición cuando sean realizadas por sus empleados o colaboradores.

Dos.

La competencia para ejercer la potestad sancionadora regulada en esta 
disposición corresponde al Director General de Ordenación del Juego.

Tres.

1. El procedimiento sancionador se ajustará a las normas de la Ley 30/1992, de 26 
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
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